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(Excepciones Pre liminares, Fondo, Reparaciones y Costas) 

 
TRIBUNAL 
 

Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Corte Interamericana”, “la 
Corte” o “el Tribunal”)  

 
MATERIA 

 
Penal – Víctimas  
 

 
INTERVINO LA 

DEFENSORIA 
PUBLICA 

 
No aplica  

 
DATOS DEL DEFENSOR/A 
PUBLICO 
 

 
No aplica 

 
DERECHOS 

INVOLUCRADOS 

 

Los derechos a la libertad personal, a la presunción de inocencia y a la igualdad y no 

discriminación. 

 

Derecho a ser informado de los motivos de su detención. 

 

Derecho a no ser privado de la libertad arbitrariamente.  

 

El derecho a contar con un recurso para controvertir la detención. 

 

Los derechos a la integridad personal, a las garantías judiciales y a la protección judicial  y 

los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura 

( CIPST) 

 



 

 

Los derechos a las garantías judiciales y a la protección judicial ( El derecho a la defensa,  

derecho de información y acceso efectivo a la asistencia consular,  Derecho a no ser 

obligado a declarar contra sí mismo)  

 

El  derecho a la propiedad privada  

 

El derecho  a la integridad personal de los familiares de Walter Reyes Mantilla y Frank 

Serrano Barrera. 

 

 
BREVE RELACION DE 

LOS HECHOS 

   

Los señores Walter Ernesto Reyes Mantilla y José Frank Serrano Barrera fueron detenidos 

el 21 de febrero de 1995 durante la operación “Tormenta Blanca”, que tenía desarticular 

una red de narcotráfico enlazada al cartel de Cali.  

El señor Vicente Hipólito Arce Ronquillo fue arrestado el 18 de septiembre de 1996 en el 

marco de la operación “Pescador”, dirigida a investigar actividades ilícitas afines al mismo 

cartel. 

La detención de Walter Reyes y José Serrano fue sin orden judicial previa, y fueron 

incomunicados por 15 días, además, fueron sujetos a recibir agresiones físicas, amenazas de 

tortura e interrogatorios sin garantizar su derecho a la defensa.  

 

El señor Vicente Hipólito Arce Ronquillo fue forzado a rendir declaraciones, además fue 

prohibido de recibir todo tipo de comunicación, y vulnerable en cuanto a recibir asistencia 

legal durante una semana.  

 

Los señores Walter Reyes y José Serrano permanecieron con medidas cautelares privativas 

de libertad por más de tres años y cinco meses, siendo sobreseídos definitivamente el 17 de 

febrero de 1999 al no evidenciarse prueba alguna que demuestren un rol participativo en 

delitos de narcotráfico. No obstante, pese a existir el sobreseimiento a su favor, sus 

deliberaciones tuvieron lugar recién el 1 de septiembre de 1999, debido a la falta de 

ejecución inmediata de las resoluciones de los operadores de justicia. 

 

 



 

 

 

Por su parte, Vicente Hipólito Arce permaneció privado de la libertad sin condena por más 

de dos años y un mes. El 4 de noviembre de 1998 fue condenado en calidad de cómplice en 

virtud del delito tipificado en el artículo 77 de la Ley sobre Sustancias Estupefacientes y 

Psicotrópicas, concerniente a  actividades de narcotráfico. Luego, obtuvo una reducción de 

pena y posterior libertad el 1 septiembre de 1999. 

 

Las víctimas, durante los procedimientos llevados a cabo por el Estado Ecuatoriano, 

presentaron varios recursos legales, incluyendo garantías jurisdiccionales: hábeas corpus, 

con el fin de declarar vulnerados sus derechos fundamentales, entre ellas, la detención 

arbitraria, falta de debido proceso y condiciones inhumanas de detención. 

 

El 2 de febrero de 2021, la Fiscalía de la Comisión de la Verdad 1 de Cuenca inició una 

investigación por el delito de tortura en relación con los hechos ocurridos durante la 

detención de Vicente Hipólito Arce Ronquillo. 

 

1.- Trámite ante la Comisión:  

 

1.1- Peticiones: El 10 de agosto de 1998, la Comisión Americana de Derechos Humanos 

recibió dos  peticiones presentadas por el señor José Leonardo Obando Laaz en favor de 

Walter Ernesto Reyes Mantilla y José Frank Serrano Barrera. 

 

Nuevamente, el 19 de agosto de 1998 José Leonardo Obando Laaz presentó una nueva 

petición en favor de Vicente Hipólito Arce Ronquillo.  

 

1.2.- Informe de admisibilidad.- El 2 de noviembre de 2011 la Comisión Interamericana 

de Derechos Humanos aprobó el Informe de Admisibilidad No. 155/11, declarando la 

admisibilidad de las tres peticiones. 

 

1.3.- Informe de Fondo. – El 10 de septiembre de 2020, la Comisión Interamericana de 



 

 

Derechos Humanos aprobó el Informe de Fondo No. 247/20, a la luz del artículo 50 de la 

Convención, y determinó varias conclusiones de derecho y recomendaciones al Estado. 

 

1.4.- Notificación al Estado. – La Comisión notificó al Estado ecuatoriano el contenido del 

Informe de Fondo mediante comunicación de 23 de noviembre de 2020.  

La Comisión otorgó un plazo de dos meses al Estado para que informe sobre el cumplimiento 

de las recomendaciones formuladas por la Comisión. 

 

El estado solicitó a la Comisión un total de siete prorrogas. Sin embargo, la Comisión al 

evaluar de manera integral el cumplimiento de las recomendaciones, consideró que, a dos 

años desde la notificación del Informe de Fondo, no había habido avances sustantivos en el 

cumplimiento. 

 

2.- Sometimiento a la Corte.- 

 

El 23 de noviembre de 2022, la Comisión sometió el caso ante la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos sobre los hechos y violaciones de derechos humanos establecidos en el 

Informe de Fondo, para que la Corte evalúe el incumplimiento del Estado ecuatoriano sobre 

las recomendaciones establecidas en el Informe de la Comisión, así como “la necesidad de 

obtención de justicia y reparación para la víctima”.  

 

Para la Corte Interamericana de Derechos Humanos es alarmante que desde la presentación 

de las peticiones iniciales ante la Comisión y el sometimiento del caso ante la Corte, han 

transcurrido casi 24 años. 

 

3.-  Solicitudes de la Comisión. – En virtud de los antecedentes expuestos, la Comisión 

Interamericana solicitó a la Corte Interamericana de Derechos Humanos que “[…]que 

concluyera y declarara la responsabilidad internacional del Estado por la violación de los 

artículos 5.1, 5.2, 7.1, 7.2, 7.3, 7.4, 7.5, 7.6, 8.1, 8.2, 8.2 d), 8.3, 21, 24, 25.1 y 25.2 c) de la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con los artículos 1.1 y 2 del 



 

 

mismo instrumento, y por la violación de los artículos 1, 6 y 8 de la Convención 

Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura (en adelante también “CIPST”) en 

perjuicio de las presuntas víctimas. Asimismo, solicitó que se ordenaran al Estado las 

medidas de reparación incluidas en el Informe de Fondo.” 

 

4.- Audiencia Pública. – El 26 de diciembre de 2023,  la Presidencia de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos  convocó a las partes y la Comisión a la audiencia 

pública para resolver el presente caso.  

 

5.- Deliberación del presente caso. – La Corte Interamericana de Derechos Humanos 

deliberó la presente Sentencia los días 26, 27 y 28 de agosto de 2024. 

 

 
FUNDAMENTOS DE 

DERECHO 

 

Artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana de Derechos Humanos  

Artículo 5 y 5.1 y 5.2 de la Convención Americana de Derechos Humanos. 

Artículo 7 incisos 2,3, 4, 5 y 6 de la Convención Americana de Derechos Humanos. 

Artículo 8. 8.1, 8.2. d, 8.2.g  y 8.3 de la Convención Americana de Derechos Humanos. 

Artículo 21  de la Convención Americana de Derechos Humanos. 

Artículo 24 de la Convención Americana de Derechos Humanos. 

Artículo 25  de la Convención Americana de Derechos Humanos. 

Artículo 1 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura (de siglas 

"CIPST") 

Artículo 6  de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura (de siglas 

"CIPST") 

Artículo 8 de la  Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura (de siglas 

"CIPST") 

 

 



 

 

 
CONTEXTO SOCIAL Y 
ECONÓMICO  DEL CASO 

  

Falta de garantías judiciales en los procesos penales; la irrazonabilidad en la duración de la 

detención preventiva; actos de agresiones y amenazas durante las detenciones de las 

personas privadas de libertad; la transgresión del derecho a comunicarse y la vulneración 

al derecho a la propiedad.  

 

 

ARGUMENTOS Y 

FUNDAMENTACIÓN 

DE LA CORTE 

 

II. Excepciones preliminares 

El Estado Ecuatoriano interpuso tres excepciones preliminares, las cuales fueron 

desestimadas por la Corte. 

A. Excepción preliminar de falta de agotamiento de los recursos internos 

 

En virtud del artículo 46.1.a) de la Convención Americana, la interposición y agotamiento 

de los recursos internos, son fundamentales para presentar la petición ante la Comisión 

Interamericana y para que ésta considere su admisibilidad.  

 

Para presentar esta excepción (falta de agotamiento de los recursos internos) deben ser 

presentadas en el momento procesal oportuno, es decir al momento de la admisibilidad. 

La Corte IDH en relación a esta excepción preliminar, expresa “[…] De igual modo, los 

argumentos que dan contenido a la excepción interpuesta por el Estado durante el 

procedimiento de admisibilidad ante la Comisión deben corresponderse con aquellos 

esgrimidos ante la Corte.” 

 

El Estado ecuatoriano, ante la Comisión, presentó la excepción preliminar por falta de 

agotamiento de los recursos internos por los siguientes motivos: 

 

1.- En relación a los señores Reyes y Arce, el Estado ecuatoriano señalo que no se habían 

agotado los recursos internos, puesto que no se habían presentado los recursos de casación 

o revisión en armonía con el artículo 385 del Código de Procedimiento Penal (vigente en ese 

entonces) 



 

 

 

 

2.- En relación al señor Serrano, su tesis fue orientada a que no se habían agotado los recursos 

internos, dado que no se habían incoado las acciones civiles contra el Estado y las acciones 

de daños y perjuicios, a la luz de los artículos 22 de la Constitución y 1031 del Código de 

Procedimiento Penal. Adicionalmente, que no había agotado el recurso de apelación. 

 

Por las razones expuestas, la Corte IDH resuelve lo siguiente: 

 

“22. El Tribunal constata, en primer lugar, que el alegato de agotamiento de los recursos 

internos presentado por el Estado relacionado con las acciones sobre daños y perjuicios 

únicamente fue esgrimido ante la Comisión durante el trámite de admisibilidad del caso con 

respecto al señor Serrano. Para los señores Reyes y Arce, el Estado únicamente hizo 

referencia a los recursos de apelación y revisión. Por tanto, si bien el Estado presentó la 

excepción preliminar en tiempo y forma con respecto al señor Serrano, esto en el trámite de 

admisibilidad ante la Comisión, para el caso de los señores Arce y Reyes presentó por 

primera vez ese alegato ante la Corte en su escrito de Contestación. En consecuencia, la 

Corte desestima la excepción preliminar de falta de agotamiento de los recursos internos 

en relación con los señores Arce y Reyes. 

 

23. En segundo lugar, con respecto al señor Serrano, el Tribunal constata que al momento 

de la emisión del Informe de Admisibilidad en el año 2011 (supra párr. 2.b), éste se 

encontraba en libertad desde el 1 de septiembre de 1998 y había sido sobreseído en el 

proceso penal al cual fue sometido mediante decisión de 17 de febrero de 1999 de la Corte 

Superior de Justicia de Guayaquil (infra párrs. 89 y 90). En ese sentido, el agotamiento de 

los recursos internos que tuvo que analizar la Comisión al momento de la adopción del 

Informe de Admisibilidad no podía razonablemente referirse a acciones encaminadas a 

cuestionar la privación a la libertad del señor Serrano, ni tampoco a recursos vinculados 

con el desarrollo del proceso penal. En ese punto, en el año 2011, únicamente era posible 

requerir que se agotaran las acciones por responsabilidades ulteriores por hechos 



 

 

atribuibles al Estado, como por ejemplo investigaciones por delitos en perjuicio de las 

presuntas víctimas o demandas por daños y perjuicios. Sobre este último aspecto, 

corresponde mencionar que el señor Serrano alegó haber sido sometido a maltratos durante 

el tiempo en que fue privado de la libertad (infra párrs. 61 y 62).” 

 

La Corte IDH señala que no es necesario el agotamiento de la vía interna respecto de todos 

o cualquiera de los recursos disponibles. Por lo tanto, el Tribunal expresa que no es absoluto 

que los recursos dirigidos al otorgamiento de reparaciones deban ser agotados por las 

presuntas víctimas.  

 

En virtud de la ardua jurisprudencia de la Corte IDH, se ha determinado que los recursos 

que deben ser agotados “[…] son aquellos que resultan adecuados en la situación particular 

de la violación de derechos humanos alegada. Por lo que, en estas situaciones, su falta de 

agotamiento no inhibe su competencia para conocer de un caso.” 

 

 “25. El Tribunal considera que, en casos como el presente, en el que se alegan afectaciones 

a la integridad personal y hechos de detención arbitraria, los recursos internos que 

satisfacen los requerimientos de admisibilidad de la petición son los relacionados con la 

investigación penal, y no necesariamente los recursos por daños y perjuicios. En 

consecuencia, la Corte desestima la presente excepción preliminar presentada por el Estado 

sobre falta de agotamiento de los recursos internos con relación al señor Serrano.” 

 

B. Excepción de incompetencia en razón del tiempo para conocer de presuntas 

violaciones a la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura 

(CIPST) 

La Corte IDH para resolver la presente excepción, plantea los siguientes puntos: 

 

1.- La competencia por parte del Estado, los términos que lo sustentan y el principio de 

irretroactividad, a la luz del artículo 28 de la  28 de la Convención de Viena sobre el Derecho 

de los Tratados de 1969.  



 

 

 

 

2.- La Corte IDH no puede ejercer su competencia contenciosa  para declarar una violación 

a las normas convencionales cuando los hechos alegados, o la conducta del Estado sean 

anteriores a dicho reconocimiento de competencia, siempre y cuando no se trate de 

violaciones continuadas. 

 

3.- La Corte tiene competencia para examinar y pronunciarse sobre posibles violaciones a 

derechos humanos respecto de un proceso de investigación ocurridas con posterioridad a la 

fecha de reconocimiento de competencia del Tribunal aun cuando el hecho que se investiga 

hubiese tenido lugar antes de dicho reconocimiento. 

 

El Estado ecuatoriano es parte de la Convención Americana desde  28 de diciembre de 1977, 

que reconoció la competencia contenciosa de este Tribunal el 24 de julio de 1984, y que 

ratificó la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura (CIPST) el 11 

de septiembre de 1999. 

 

Los hechos materia de la presente Litis se habrían producido en los años 1995 y 1996. Por 

lo tanto, el Tribunal tiene  competencia para pronunciarse sobre las alegadas afectaciones a 

la integridad personal en virtud del derecho contenido en el artículo 5 de la Convención 

Americana, y sobre las presuntas investigaciones de esos alegados hechos, tomando en 

cuenta los artículos 8 y 25 del mismo instrumento, y los artículos 1, 6 y 8 de la CIPST. Por 

consiguiente, la Corte desestima la presente excepción preliminar. 

 

En cuanto a la excepción preliminar sobre incompetencia en razón del tiempo para conocer 

de presuntas violaciones a la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la 

Tortura (CIPST), el Tribunal concluyó que tiene competencia para analizar sobre las 

afectaciones a la integridad personal derecho a la luz del artículo 5 de la Convención 

Americana, y sobre las presuntas investigaciones de esos alegados hechos, en virtud de los 

artículos 8 y 25 del mismo instrumento, y los artículos 1, 6 y 8 de la CIPST. 



 

 

 

 

Control de legalidad de las actuaciones de la Comisión Interamericana de Derechos 

Humanos por la alegada inadecuada acumulación de peticiones 

 

La Corte IDH expresa que la Comisión Interamericana de Derechos Humanos tiene 

independencia y autonomía en el ejercicio de sus funciones a la luz de la Convención 

Americana, en especial, en lo relativo al procedimiento de análisis de peticiones individuales 

dispuesto en los numerales 44 a 51 de la Convención. 

 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos en los casos: Pueblo Saramaka Vs. Suriname 

(Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de noviembre 

de 2007. Serie C No. 172, párr. 32) y Caso Olivera Fuentes Vs. Perú. (Excepciones 

Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de febrero de 2023. Serie C No. 

484 , párr. 18), expresa que la Corte IDH  puede efectuar un control de legalidad de las 

actuaciones de la Comisión en tanto alguna de las partes alegue la existencia de un grave 

error que genere indefensión de una de las partes en el proceso.  

 

La Corte IDH señala que: “ 36. El artículo 29.5 del Reglamento de la Comisión regula la 

acumulación de casos. Por una parte, la Corte nota que el numeral mencionado establece 

unos criterios amplios para la acumulación y, por otra, que la decisión sobre la 

acumulación de peticiones puede tener efectos sobre el derecho de acceso a la justicia de 

los peticionarios e igualmente sobre el derecho de defensa y contradicción de los Estados, 

así como respecto de las alegadas violaciones a los derechos e incluso sobre el conocimiento 

de los hechos de los casos acumulados.” 

 

 

 

 

 



 

 

 

 

El Tribunal expresa que las peticiones individuales tienen las siguientes garantías:  “[…] 

Tales garantías son: a) las relacionadas con las condiciones de admisibilidad de las 

peticiones (artículos 44 a 46 de la Convención), y b) las relativas a los principios de 

contradicción (artículo 48 de la Convención) y equidad procesal. Igualmente, es preciso 

invocar aquí el principio de seguridad jurídica (artículo 39 del Reglamento de la Comisión), 

el cual junto al de buena fe, permite el funcionamiento lógico y adecuado del Sistema 

Interamericano de Derechos Humanos, ya que le confiere la posibilidad “a las otras partes 

y a los órganos interamericanos [de] una adecuada sustanciación de los casos”.” 

 

En tal virtud, el Tribunal tiene la facultad de llevar a cabo un control de legalidad sobre la 

acumulación, con el fin de determinar si hubo violación al  derecho de defensa de una de las 

partes en el proceso y si producto de esta vulneración  causó un perjuicio. Sin embargo, no 

implica necesariamente que la Corte revise de oficio el procedimiento que se llevó a cabo 

por parte de la Comisión, a menos que alguna de la partes alegue fundadamente que exista 

un error grave que vulnere su derecho de defensa ante la Corte.  

 

Si una de las partes alega que la actuación de la Comisión durante el decurso del 

procedimiento fue llevada de manera irregular, provocando un perjuicio en el derecho a la 

defensa ante la Corte, corresponde a la parte (alegada) demostrar tal menoscabo. Por lo tanto, 

el estándar se eleva al no ser suficiente únicamente una queja o discrepancia de criterios en 

relación con lo actuado por la Comisión. 

 

La Corte Interamericana de derechos humanos, expresa: “39. En el presente caso, la Corte 

constata que las tres peticiones cuyos trámites iniciaron con los números P-12.223, P-12037 

y P-12039 fueron presentadas por el señor José Leonardo Obando Laaz, dos de ellas, el 

mismo día, a saber, el 10 de agosto de 1998, y la otra, unos días después, el 19 de agosto 

de 1998. Esas tres peticiones se relacionan con alegadas detenciones ilegales y arbitrarias, 

y alegados maltratos en perjuicio de las tres presuntas víctimas.Asimismo, los marcos 



 

 

espacio temporales son similares pues se refieren a hechos ocurridos en Guayaquil durante 

los años 1995 y 1996. Además, las tres presuntas víctimas fueron procesadas en aplicación 

de la Ley sobre Sustancias Estupefacientes y Psicotrópicas. Por otra parte, consta que las 

boletas de detención de Frank Serrano y de Walter Reyes fueron emitidas el mismo día, el 

20 de febrero de 1995, por el mismo Juzgado Penal de Guayas (infra párr. 54) y sus 

procedimientos penales fueron llevados en conjunto hasta que se pronunció su 

sobreseimiento definitivo el 17 de febrero de 1999 por parte de la Corte Superior de Justicia 

de Guayaquil (infra párr. 90).” 

 

La defensa del Estado ecuatoriano enfatizó una vulneración al derecho a la defensa, que tuvo 

como resultado contraer efectos jurídicos insubsanables al haberse visualizado una 

acumulación de las tres peticiones. Sin embargo, no individualizó el perjuicio , limitándose 

a emitir aseveraciones generales.  

Es por tal razón que, en virtud de este argumento, la Corte IDH señala: 

 

“En este contexto, la Corte nota que el Estado tuvo conocimiento de todas las actuaciones 

procesales relacionadas con esos tres casos; y tuvo la oportunidad de presentar sus 

alegaciones de hecho y de derecho, así como sus elementos de prueba, tanto en el marco 

del proceso ante la Comisión como en el procedimiento contencioso ante este Tribunal.  

41. De conformidad con lo anterior, para esta Corte no surge de lo expuesto que la 

Comisión haya cometido un error al acumular las tres peticiones mencionadas, ni que esto 

hubiese tenido un impacto real y significativo en el derecho de defensa del Estado. Por lo 

tanto, el alegato del Estado sobre una posible vulneración de sus garantías procesales 

resulta improcedente. En consecuencia, este Tribunal desestima la presente excepción 

preliminar.” 

Por consiguiente, la Corte señala que la Comisión no cometió un error al acumular las tres 

peticiones correspondientes a las tres víctimas del caso, ni que ello hubiese tenido un 

impacto real y significativo en el derecho de defensa del Estado. 

 

 



 

 

 

 Fondo.-  

A. Los derechos a la libertad personal, a la presunción de inocencia y a la igualdad y 

no discriminación 

 

A.1.- En relación a la detención de las víctimas y el derecho a ser informado de los motivos 

de su detención.- La Corte IDH resolvió que el Estado incurrió en la violación al derecho a 

la libertad personal al transgredir el artículo 7 incisos 2 y 4 de la Convención Americana de 

Derechos Humanos, en perjuicio de los señores Reyes, Serrano y Arce debido a la ilegalidad 

de sus detenciones, debido a que el Estado ecuatoriano omitió informar de manera oportuna 

y motivada sobre los motivos de que dieron lugar a la detención de las víctimas.  

En relación a la situación jurídica del señor Arce.- La Corte IDH realizó una análisis del 

entonces artículo 54 del Código de Procedimiento Penal, y determinó que el contenido de 

del artículo era contradictorio y restrictivo frente al derecho a la libertad personal establecido 

en la Convención Americana de Derechos Humanos.  

 

El mencionado artículo 54 del entonces Código de Procedimiento Penal permitía que la 

Policía Judicial efectúes aprehensiones bajo el criterio de “graves presunciones de 

responsabilidad”. La disposición normativa abría la puerta a diversas interpretaciones 

subjetivas, sin ningún fundamento legítimo, necesario, proporcional, sujeta a revisión (de 

manera judicial) y no discriminatoria. Por consiguiente, la detención del señor Arce fue 

arbitraria y violó el artículo 7.3 de la CADH, puesto que la norma (vigente en ese entonces) 

era contraría y restrictiva de derechos.   

 

 

 

 

 

 

 



 

 

A.2.- La aplicación de la prisión preventiva y el derecho a no ser privado de la libertad 

arbitrariamente. – La Corte IDH responsabilizó al Estado ecuatoriano por violar los derechos 

a la libertad personal, a la presunción de inocencia, y a la igualdad y no discriminación 

establecidas en los artículos 7.3, 7.5, 8.2 y 24 de la Convención Americana de Derechos 

Humanos, en contra de los señores Walter Reyes, José Serrano y Vicente Arce. Puesto que, 

la  medida cautelar privativa a la libertad fue irregular y arbitraría por lo siguiente: 

 

“[…] a) no contó con un análisis previo de la finalidad que la medida buscaba alcanzar, ni 

sobre su necesidad, y b) se basó en una legislación vigente al momento de los hechos que 

era contraria a la Convención Americana debido a que disponía que las medidas de 

excarcelación no eran admisibles para los procesados por delitos vinculados con el 

narcotráfico, sin permitir al juez efectuar una valoración en cada caso. Además, la Corte 

constató que el Estado incumplió su obligación de llevar a cabo un control judicial 

periódico para evaluar la necesidad de mantener dichas medidas cautelares, y que al 

haberse extendido la prisión preventiva de los señores Reyes, Serrano y Arce por períodos 

de 3 años y medio y 2 años y un mes, respectivamente, sin efectuar tal control el Estado 

incurrió en la violación del derecho a un plazo razonable de la detención, establecido en el 

artículo 7.5 de la Convención Americana. […]” 

 

La prisión preventiva dispuesta en el artículo 114A del Código Penal de 1971, que se 

encontraba vigente al momento de los hechos del caso el principio de igualdad y no 

discriminación establecido en el artículo 24 de la Convención Americana, debido a que la 

normativa de ese entonces introduce  un trato diferente entre las personas imputadas por 

determinados delitos en relación a las demás sin ningún fundamento legítimo que sustente 

tal justificación.   

 

 

 

 

 



 

 

 

A.3.- El control judicial de la privación a la libertad. – La Corte IDH responsabilizó al Estado 

ecuatoriano por la violación del derecho a ser llevado, sin demora, ante un juez u otro 

funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales, reconocido en el artículo 

7.5 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en menoscabo de los señores 

Reyes, Serrano y Arce debido a que el Estado no justificó si los señores fueron derivados 

ante una autoridad judicial a partir de su detención.  

 

A.4.- El derecho a contar con un recurso para controvertir la detención. – El Tribunal 

concluyó que el Estado inobservó los 1.1 y 2 de la Convención Americana de Derechos 

Humanos, en perjuicio de los señores Reyes, Arce y Serrano. Debido a que, la garantía 

jurisdiccional de hábeas corpus interpuesta por las víctimas no fueron eficaces para subsanar 

ilegalidad de sus detenciones; puesto que el “Alcalde” (autoridad ante quien se interponía la 

acción) no cumplía los requisitos establecidos en la Convención para garantizar un proceso 

adecuado en este tipo de casos. 

 

B. - El derecho a la integridad personal. 

 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos determinó que, al ser víctimas los señores 

Arce, Reyes y Serrano de maltratos, amenazas y coacciones durante los procesos seguidos 

en su contra. A su vez, al estar incomunicados durante ciertos periodos; y,  al estar sujetos a 

condiciones de detención en estricta inobservancia de estándares mínimos de trato humano. 

La Corte Constitucional concluye que condiciones de detención y el tratamiento recibido 

por los señores Arce, Reyes y Serrano constituyeron tratos crueles, inhumanos y degradantes 

y, por lo tanto, el Estado ecuatoriano vulneró sus derechos al transgredir los derechos 

reconocidos en los artículos 5.1 y 5.2 de la Convención Americana de Derechos Humanos. 

 

 

 

C.- Inobservancia de los  artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para 



 

 

Prevenir y Sancionar la Tortura. 

 

A la luz de los artículos 1,6 y 8 de la Convención Americana para Prevenir y Sancionar la 

Tortura, el Estado ecuatoriano omitió emplear acciones investigativas en relación a las 

denuncias de maltratos en contra de las víctimas por vulneraciones a la integridad personal.  

La única investigación que el Estado Ecuatoriano realizó, fue a través de la Fiscalía de la 

Comisión de la Verdad 1 de la ciudad de Cuenca. Sin embargo, esta investigación fue 

endeble y tardía al no determinar elementos y resultados determinantes.  

 

Por lo tanto, el Tribual determinó que el Estado es responsable por una vulneración de su 

obligación de investigar con la debida diligencia en virtud de los artículos 8 y 25 de la 

Convención Americana y 1, 6, y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y 

Sancionar la Tortura (de siglas "CIPST"), en perjuicio de los señores Reyes, Serrano y Arce. 

 

D.- Los derechos a las garantías judiciales y a la protección judicial 

Derecho a la defensa.- Los señores Reyes y Serrano quedaron en indefensión al no contar 

con una defensa técnica durante sus interrogatorios ni cuando sus declaraciones fueron 

suscritas. 

 

En relación al señor Arce, el Estado ecuatoriano vulneró su derecho a la defensa al no 

ofrecerle la posibilidad de contar con un defensor o defensora de su elección. A su vez, no 

pudo entrevistarse con su defensora pública que le fue asignada, antes o después de estos 

interrogatorios. 

 

En tal virtud, la Corte Interamericana de Derechos humanos determinó que el Estado 

ecuatoriano es responsable por la violación del derecho a la defensa, a la luz del artículo 

8.2 incisos d y e de la Convención Americana, en perjuicio de estas tres personas. 

 

 

 



 

 

El derecho de información y acceso efectivo a la asistencia consular. – El Serrano, de 

nacionalidad colombiana, no tuvo derecho a comunicarse con el consulado de su país, a su 

vez, tampoco le garantizó el acceso efectivo a la asistencia consular cuando lo solicitó. 

Por consiguiente, la Corte IDH resolvió que el Estado ecuatoriano es responsable por la 

violación de los derechos a la información y acceso efectivo a la asistencia consular en contra 

del señor Serrano, establecidos en los artículos 7.4, 8.1 y 8.2.d de la Convención Americana 

de Derechos Humanos. 

 

El principio de presunción de inocencia y el artículo 116 de la Ley de Estupefacientes 

y Sustancias Psicotrópicas. – El Estado ecuatoriano incurrió en la violación del principio 

de presunción de inocencia establecido en el artículo 8.2 de la Convención Americana, en 

contra de los señores Reyes, Serrano y Arce, dado que en virtud del artículo 116 de la Ley 

de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas (vigente a la epóca y declarado a posteriori 

inconstitucional) era restrictiva de derechos y determinaba como presunción grave de 

culpabilidad un parte informativo y sus declaraciones pre-procesales. 

 

En relación a la presunta violación a la regla de exclusión de la prueba obtenida bajo 

coacción.- El presente cargo alegado por las víctimas no fue declaró violatorio por el Estado 

ecuatoriano, debido a que la Corte IDH determinó que “Estado no es responsable por la 

violación de la obligación de excluir las declaraciones obtenidas bajo coacción, consagrada 

en el artículo 8.3 de la Convención Americana […]”. La Concluyó que no hubo prueba 

alguna que demuestre que los señores Reyes, Serrano y Arce hayan realizado confesiones 

incriminatorias. 

 

Derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo. – La Corte IDH determinó que el 

Estado ecuatoriano incurrió en la violación al derecho a no ser obligado a declarar contra sí 

mismo ni a declararse culpable, a la luz del artículo 8.2.g de la Convención Americana, en 

perjuicio del señor Arce, puesto que fue sujeto a varias coacciones para que se auto-declare 

culpable del delito que se le imputaba.  

 



 

 

Alegada violación del principio del plazo razonable. – La Corte estimó que Estado no es 

responsable por la violación del principio de plazo razonable contenido en el artículo 8.1 de 

la Convención Americana en el marco de los procesos penales llevados a cabo contra los 

señores Reyes, Serrano y Arce. 

 

Alegada imparcialidad. –  En virtud de las pruebas aportadas al proceso, la Corte determinó 

que la jueza que sustanció el proceso penal en contra el señor Arce, no incurrió en una 

responsabilidad que atañe al estado por vulnerar los artículos 8 y 25 de la Convención 

Americana en su perjuicio. 

 

E. Los derechos a la propiedad privada y a la integridad personal de los familiares de 

Walter Reyes Mantilla y Frank Serrano Barrera.- 

 

Alegada violación al derecho a la propiedad privada. –  En relación a la devolución del 

vehículo incautado al momento de la detención del señor Reyes, perteneciente a su hijo, la 

Corte IDH alegó que no tenía información jurídica sobre el cumplimiento de los requisitos 

contenidos en la normatividad interna para la devolución del vehículo. Por lo tanto, el 

Tribunal no se pronunció sobre la alegada violación al derecho de propiedad contenido en 

el artículo 21 de la Convención Americana en su perjuicio. 

 

El derecho a la integridad personal de los familiares de Walter Reyes Mantilla y Frank 

Serrano Barrera. – EL Tribunal determinó que el Estado ecuatoriano vulneró el derecho a 

la integridad psíquica y moral, establecido en el artículo 5.1 de la Convención Americana, 

en perjuicio de determinados familiares de los señores Reyes y Serrano, debido a la 

circunstancias de sufrimientos y angustias que padecieron como consecuencia de los hechos 

del presente caso. 

En relación a los familiares del señor Arce, la Comisión, en su momento, no los incluyó 

como presuntas víctimas en su Informe de fondo. 

 



 

 

 

MEDIDAS DE 

REPARACIÓN 

INTEGRAL 

ADOPTADAS 

 
 
 La Corte Interamericana de Derechos Humanos estableció que su sentencia constituye, por 

sí misma, una forma de reparación. 

 

Sin perjuicio de ello, ordenó al Estado ecuatoriano las siguientes medidas de reparación 

integral:  

 

“A. Investigación: llevar a cabo las investigaciones penales a fin de esclarecer plenamente 

lo ocurrido e individualizar, juzgar y, en su caso, sancionar a todos los autores y partícipes 

de los tratos crueles, inhumanos y degradantes en perjuicio de los señores Reyes, Serrano 

y Arce.  

 

B. Restitución: realizar las gestiones pertinentes para que los datos personales de los 

señores Reyes y Serrano sean eliminados de los Registros de Antecedente Penales. Además, 

ordenó adoptar todas las medidas necesarias en el derecho interno para dejar sin efecto las 

consecuencias de cualquier índole que se deriven de la condena en perjuicio del señor Arce.  

 

C. Rehabilitación: brindar tratamientos de salud a las víctimas del caso.  

 

D. Satisfacción: publicar el resumen oficial de la Sentencia, por una sola vez, en el Diario 

Oficial, y en un medio de comunicación de amplia circulación nacional, en un medio de 

comunicación de amplia circulación nacional en un tamaño de letra legible y adecuado, y 

publicar la Sentencia en su integridad en un sitio web oficial del Ministerio de Justicia de 

Ecuador. Asimismo, dar publicidad a la Sentencia en las cuentas de redes sociales del 

Ministerio de Justicia de Ecuador.  

 

E. Garantía de no repetición: implementar programas de capacitación a funcionarios de 

policía, policía judicial, y a fiscales en materia penal.  

 



 

 

 

F. Indemnizaciones compensatorias: pagar las sumas monetarias fijadas en la Sentencia 

por concepto de indemnización de los daños materiales e inmateriales.  

 

G. Costas y gastos: pagar a los representantes de las víctimas las sumas establecidas por 

este concepto. Asimismo, se ordenó al Estado reintegrar al Fondo de Asistencia Legal de 

Víctimas de la Corte la cantidad erogada durante la tramitación del presente caso. 

 

FALLO 

 
 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos resuelve por unanimidad lo siguiente:  

 

“1.- Desestimar la excepción preliminar sobre falta de agotamiento de los recursos 

internos, de conformidad con los párrafos 20 a 25 de la presente Sentencia.  

 

2.-Desestimar la excepción preliminar sobre incompetencia en razón del tiempo, de 

conformidad con los párrafos 29 a 31 de la presente Sentencia.  

 

3.- Desestimar la excepción preliminar sobre control de legalidad de las actuaciones 

de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos por la alegada inadecuada 

acumulación de peticiones, de conformidad con los párrafos 35 a 41 de la presente 

Sentencia.” (El resaltado y subrayado me pertenece)  

 

 A su vez, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, declara lo siguiente: 

 

“El Estado es responsable por la violación a los derechos a la libertad personal, a la 

presunción de inocencia, y a la igualdad contenidos en los artículos 7.1, 7.2, 7,3, 7.4, 7.5, 

7.6, 8.2 y 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con la 

obligación de respeto y con el deber de adoptar disposiciones de derecho interno, 



 

 

establecidas en los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento, en perjuicio de los señores 

Walter Ernesto Reyes Mantilla, José Frank Serrano Barrera y Vicente Hipólito Arce 

Ronquillo. 

 

El Estado es responsable por la violación al derecho a la integridad personal contenido 

en el artículo 5.1 y 5.2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación 

con la obligación de respeto establecida en el artículo 1.1 de dicho tratado, en perjuicio 

de los señores Walter Ernesto Reyes Mantilla, José Frank Serrano Barrera y Vicente 

Hipólito Arce Ronquillo, en los términos de los párrafos 215 a 229 de la presente 

Sentencia. 

 

El Estado es responsable por la violación de los derechos a las garantías judiciales y a la 

protección judicial, así como a la información y acceso efectivo a la asistencia consular, 

contenidos en los artículos 7.4, 8.1, 8.2.d, 8.2.e, y 25.1 de la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos, en relación con la obligación de respeto y con el deber de adoptar 

disposiciones de derecho interno, establecidas en los artículos 1.1 y 2 del mismo 

instrumento, en perjuicio de los señores Walter Ernesto Reyes Mantilla, José Frank 

Serrano Barrera y Vicente Hipólito Arce Ronquillo, en los términos de los párrafos 251 a 

282, y 304 a 307 de la presente Sentencia.  

 

El Estado es responsable por la violación del derecho a no ser obligado a declarar contra 

sí mismo ni a declararse culpable, contenido en el artículo 8.2.g de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos, en relación con la obligación de respeto establecida 

en el artículo 1.1 del mismo instrumento, en perjuicio del señor Vicente Hipólito Arce 

Ronquillo, en los términos de los párrafos 291, 292, y 309 de la presente Sentencia.  

 

El Estado es responsable por la violación del derecho a la integridad personal, contenido 

en el artículo 5.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con 

la obligación de respeto establecida en el artículo 1.1 del mismo instrumento, en perjuicio 

de Magaly del Socorro Bravo Silva, Manuel Felipe Serrano Bravo, María Elena Izquierdo, 



 

 

 

 

 

 

Walter Reyes Izquierdo, Jorge Reyes Izquierdo y Carlos Reyes Izquierdo, en los términos 

de los párrafos 324 a 327 de la presente Sentencia. 

 

El Estado es responsable por una vulneración de su obligación de investigar con la debida 

diligencia contenida en los artículos 8 y 25 de la Convención Americana y 1, 6, y 8 de la 

Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, en perjuicio de los 

señores Walter Ernesto Reyes Mantilla, José Frank Serrano Barrera y Vicente Hipólito 

Arce Ronquillo, en los términos de los párrafos 230 a 232 de la presente Sentencia.  

 

El Estado no es responsable por la violación de los derechos al plazo razonable, a la 

garantía de imparcialidad, a la presunción de inocencia en cuanto a la noticia de prensa 

publicada sobre el señor Arce, y a la obligación de excluir las declaraciones obtenidas 

bajo coacción, contenidos en los artículos 8.1, 8.2 y 8.3 de la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos, en relación con la obligación de respeto establecida en el artículo 1.1 

del mismo instrumento, en perjuicio de los señores Walter Ernesto Reyes Mantilla, José 

Frank Serrano Barrera y Vicente Hipólito Arce Ronquillo.” 
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